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Los motivos que me llevan a la realización del presente trabajo son los de 
realizar un estudio, desde la perspectiva jurídica, sobre un tema tan presente 
en nuestros días como es el de la integración de los inmigrantes en nuestra 
sociedad. Una cuestión, la de la integración, a mi juicio,  determinante a la hora 
de plantearnos nuevos retos dentro del marco de una sociedad globalizada 
donde el fenómeno migratorio está muy presente. Países que tradicionalmente 
eran de emigración se convierten en receptores de ésta y este fenómeno cobra 
cada vez más relevancia. 
Nos encontramos en una sociedad mundializada donde la integración es un 
concepto ligado a otro concepto como es el de la inmigración. Las migraciones 
adquieren una relevancia fundamental en el panorama actual, incluso en 
septiembre de 2006, Naciones Unidas celebró, por primera vez en la historia, 
una cumbre dedicada a la migración1. 
En la medida en que se incrementa el proceso de globalización aumentan 
también las migraciones: a más globalización más migraciones. Migraciones 
que en la mayoría de casos no son libres sino forzadas por el contexto social 
del inmigrante. La inmigración es un fenómeno social compuesto de diversos 
aspectos (económico, laboral, político, jurídico, cultural).  
La obtención de la condición de ciudadano en las mismas condiciones que los 
autóctonos es un reto a alcanzar para la plena  integración de los inmigrantes 
en nuestra sociedad actual dado el constante movimiento de flujos de 
personas, motivado, en muchos casos, por las expectativas laborales en busca 
de una mejor situación económica. Preocuparse por la inclusión de estos 
nuevos ciudadanos y por su plena integración supone un desafío a superar. 
Este trabajo pretende estudiar el concepto de integración utilizado actualmente 
en la sociedad y sobre todo a nivel jurídico tanto en la esfera europea como en 
la esfera  estatal y el cómo se desarrolla dicho concepto en ambos niveles, así 
como sus consecuencias jurídicas. Como metodología se ha realizado una 
búsqueda cualitativa e histórica del estado de este fenómeno relativo a la 







integración de los inmigrantes mediante la realización de un trabajo 
bibliográfico y de documentación, consistente en una observación del estado 
de la cuestión desde la perspectiva estatal así como también desde el proceso 


























2.1. Concepto de Integración 
Definir el concepto de integración desde un punto de vista jurídico no resulta 
fácil. Ni a nivel europeo ni tampoco a nivel estatal encontramos una definición 
de lo que se pretende entender como integración desde la esfera jurídica. Este 
concepto de integración es usado en el ámbito legal con significados distintos. 
En general, la integración es utilizada en el contexto de las políticas de 
inmigración para describir un modelo teórico que traza las relaciones entre la 
sociedad de acogida y estos inmigrantes (Queralt & Moya, 2009). 
Las cuestiones referentes a la integración surgen de los diferentes modelos 
existentes hoy en día entre los modelos utilizados por la sociedad de acogida 
con estos inmigrantes a la hora de idear un modelo de integración óptimo. 
 
2.2. Modelos de integración utilizados por los estados 
A la hora de llevar a cabo sus políticas de integración los estados realizan 
dicho proceso mediantes distintos modelos de relación entre la sociedad de 
acogida y los inmigrantes en función de sus prioridades. Estos modelos 
podríamos dividirlos en tres grandes grupos (Borges Blázquez, 2013): 
asimilacionismo, multiculturalismo y exclusionismo o segregacionismo. 
 
2.2.1. Asimilacionismo  
Este modelo de integración aboga por la existencia de una nación homogénea 
dentro de un mismo estado. Conlleva renunciar a la identidad cultural propia al 
menos en la esfera pública. Este modelo supone  
“la imposición a las minorías o sectores determinados del modelo dominante o 
mayoritario (...) Este modelo ha sido criticado conceptualmente desde muy 
distintos puntos de vista (...) Pero el rechazo más contundente del 
asimilacionismo deviene del hecho de que implica un proceso consciente y 
planificado de pérdida de cultura e identidad de determinados grupos.” (Alcina 






La ciudadanía y la sociedad en su conjunto deben ser idénticas para todos los 
individuos, relegando las diferencias culturales entre estos a la esfera privada. 
El claro ejemplo de este modelo lo podríamos encontrar en el modelo francés, 
donde los inmigrantes que desean adaptarse a la sociedad francesa deben 
adoptar lo que se conoce como el ideal republicano. 
 
2.2.2. Multiculturalismo 
En este modelo las diferencias existentes entre cada uno de los individuos se 
tienen en cuenta. El inmigrante no tiene que renunciar, a diferencia de lo que 
sucede con el modelo asimilacioncista, a su identidad cultural para conseguir 
una correcta integración en la sociedad de acogida. También se reconocen en 
la esfera pública dichas diferencias culturales. Puede identificarse con aquellas 
aproximaciones políticas que son favorables al respeto a la potenciación  y 
promoción de las diferencias culturales, no obstante, cabe destacar que no 
existe un único modelo multicultural (Fundación BBVA, 2008). Este modelo, por 
lo tanto, valora especialmente el pluralismo y el permitir al diferente una 
conservación lo más amplia posible de aquello que lo hace distinto, como su 
propia religión o costumbres (Velasco Arroyo & Bermejo Escobar, 1999). 
El claro ejemplo de modelo multicultural lo encontramos en el modelo británico 
así como también el modelo sueco y holandés, si bien es cierto, como hemos 
remarcado previamente, que existen diferentes tipos de modelos 
multiculturales. 
 
2.2.3. Exclusionista o segregacionista 
Por último encontramos el modelo denominado exclusionista o segregacionista 
donde tanto la integración económica como la laboral son la base del modelo. 
No se plantea la inclusión de estos inmigrantes como futuros ciudadanos y su 
estancia se concibe como algo temporal, 
“se basa en la estancia provisional de los trabajadores inmigrantes, que son 
“invitados” a suplir las carencias de una economía que demanda mano de 
obra(...) Se concibe a los trabajadores inmigrantes como huéspedes 





misión que ocasionó su visita. No se plantea su reconocimiento como 
ciudadanos.” (Borges Blázquez, 2013) 
 
El típico modelo lo encontramos en Alemania con los “gastarbeiters” o 
“trabajadores invitados” que se desarrolló en este país durante los años 602. 
“En aquella época, los alemanes pensaban que los inmigrantes se encontraban 
en el país de manera provisional y esperaban que abandonaran el país cuando 
ya no se les necesitara. Cuando los trabajadores extranjeros invitados 
decidieron quedarse a pesar de la crisis, las autoridades y los ciudadanos 
alemanes analizaron erróneamente la situación y dedicaron muy pocos 
esfuerzos a ayudar a dichos trabajadores a asentarse, negándose a 
considerarlos como miembros permanentes de la sociedad alemana. Los 
inmigrantes vivían generalmente en barrios más pobres en los que crearon sus 
propias subculturas a lo largo de los años.” (von Stritzky, 2009) 
 
Este modelo es, por lo tanto, el modelo menos preocupado por el manejo de 
una correcta integración de la población inmigrante. Se trata de un proceso de 
adecuación del inmigrante a la sociedad receptora, que requiere que éste 
adquiera la cultura del país receptor dejando de lado a su propia comunidad, 
desapareciendo así su condición de diferente. Es entonces cuando la sociedad 
de adopción le reconocerá como uno de los suyos y se produce una plena 
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3. LA INTEGRACIÓN DE LOS INMIGRANTES DESDE LA 
PERSPECTIVA EUROPEA 
3.1. Principales mandatos de la Unión Europea en materia de 
integración 
Desde el punto de vista europeo los principales mandatos en materia de 
integración derivan básicamente de los Tratados Europeos y de los Programas 
Plurianuales del Consejo Europeo3. Las primeras referencias a la integración 
de inmigrantes las encontramos tanto en el Tratado de Ámsterdam como en el 
Tratado de Lisboa4. Por lo que se refiere al Tratado de Ámsterdam, éste, 
contiene algunas disposiciones relacionadas con la integración sin 
mencionarlas expresamente, como son las disposiciones relativas a combatir la 
discriminación basada en sexo, raza, origen étnico o creencias, así como la 
necesidad de adoptar medidas en materia de política de inmigración. Por otra 
parte, el Tratado de Lisboa estableció una base para promover la integración 
de nacionales de terceros estados, concretamente el artículo 63 bis en su 
punto cuarto establece que: 
“El Parlamento Europeo y el Consejo podrán establecer, con arreglo al 
procedimiento legislativo ordinario, medidas para fomentar y apoyar la acción 
de los Estados miembros destinada a propiciar la integración de los nacionales 
de terceros países que residan legalmente en su territorio, con exclusión de 
toda armonización de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados 
miembros.” 
 
Las instituciones comunitarias han procurado adoptar medidas en el ámbito de 
la integración de los inmigrantes intentando aproximar la concepción de 
estatuto de ciudadano europeo y de residente de un tercer Estado. Por lo que 
se refiere a los Programas Plurianuales del Consejo Europeo encontramos 
diversos mandatos en cuanto a integración se refiere. El primero de ellos lo 
encontramos en el Consejo Europeo de Tampere donde los diferentes jefes de 
Estado y de gobierno de la Unión Europea, reunidos en Tampere, definieron 
una estrategia política en materia migratoria y es el momento en que la 
integración de los nacionales de terceros países toma una relevancia y  un 










papel mucho más destacado (García Juan, 2014). En este sentido, se 
estableció  la necesidad de que las políticas de integración debían ir orientadas 
a  garantizar derechos y deberes comparables a los ciudadanos de la Unión: 
“A una persona que haya residido legalmente en un Estado miembro durante 
un periodo de tiempo por determinar y que cuente con un permiso de 
residencia de larga duración, se le debería conceder en ese Estado miembro 
un conjunto de derechos de carácter uniforme lo más cercano posible al de los 
ciudadanos de la Unión, que contenga, por ejemplo, el derecho a residir, recibir 
educación y trabajar por cuenta ajena o propia, sin olvidar el principio de no 




Posteriormente, el Consejo Europeo reunido en la Haya estableció el 
denominado Programa de La Haya que debía avanzar y enfrentarse a los 
nuevos desafíos que surgieron tras la reunión de Tampere, como consecuencia 
de dicho Programa se elaboraron los Principios Básicos Comunes en materia 
de integración (PBC), los cuales poseen gran relevancia en el ámbito de la 
integración a pesar de no ser directamente vinculantes para los Estados. Estos 
principios pretendían servir de base y guía para que los estados actuasen 
conforme a estos y evaluasen los esfuerzos llevados a cabo en este ámbito 
(Illamola Dausá, 2006) .Estos principios eran los siguientes6: 
1. La integración es un proceso bidireccional y dinámico de ajuste mutuo por 
parte de todos los inmigrantes y residentes de los Estados miembros. 
2. La integración implica el respeto de los valores básicos de la Unión 
Europea. 
3. El empleo constituye una parte fundamental del proceso de integración y es 
esencial para la participación de los inmigrantes, para las contribuciones 
que los inmigrantes aportan a la sociedad de acogida, y para hacer visibles 
tales contribuciones. 
4. Un conocimiento básico del idioma, la historia y las instituciones de la 
sociedad de acogida es indispensable para la integración; permitir a los 
inmigrantes adquirir ese conocimiento básico es esencial para que la 
integración tenga éxito. 
5. Los esfuerzos realizados en la educación son fundamentales para preparar 
a los inmigrantes, y en particular a sus descendientes, a participar con más 
éxito y de manera más activa en la sociedad. 
6. El acceso de los inmigrantes a las instituciones y a los bienes y servicios 
tanto públicos como privados, en las mismas condiciones que los 
ciudadanos nacionales y sin discriminaciones es un requisito esencial para 
una mejor integración. 
7. Una interacción frecuente entre inmigrantes y ciudadanos de los Estados 
miembros es un mecanismo fundamental para la integración. Los foros 
compartidos, el diálogo intercultural, la educación relativa a los inmigrantes 
y sus culturas y unas condiciones de vida estimulantes en entornos 
urbanos mejoran las interacciones entre inmigrantes y ciudadanos de los 
Estados miembros. 
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 Consejo de Tampere. Conclusiones de la Presidencia, punto 21. 
6
 Véase la  Sesión n. º 2618 del Consejo de Justicia y Asuntos de Interior. Bruselas, 19 de 





8. La práctica de diversas culturas y religiones está garantizada por la Carta 
de los Derechos Fundamentales y debe quedar salvaguardada, a menos 
que dichas prácticas entren en conflicto con otros derechos europeos 
inviolables o con la legislación nacional. 
9. La participación de los inmigrantes en el proceso democrático y en la 
formulación de las políticas y medidas de integración, especialmente a nivel 
local, favorece su integración. 
10. Las políticas y medidas tendentes a incluir la cuestión de la integración en 
todas las pertinentes competencias políticas y niveles de gobierno y 
servicios públicos deben tomarse debidamente en cuenta en la elaboración 
y puesta en práctica de medidas públicas. 
11. Es necesario establecer objetivos, indicadores y mecanismos de 
evaluación claros para ajustar las políticas, evaluar los avances en la 
integración y hacer más eficaz el intercambio de información. 
 
Finalmente, por lo que se refiere a  las diferentes reuniones plurianuales del 
Consejo encontramos la realizada en 2009 en Estocolmo que fue un intento de 
transformar los compromisos adoptados en las reuniones de Tampere y la 
Haya y, a pesar de que los Principios Básicos Comunes no son mencionados 
expresamente, se puede entender la incidencia de éstos mediante la lectura del 
Programa. Sí que se menciona, no obstante, el Pacto Europeo de inmigración y 
asilo de octubre de 2008  del  Consejo Europeo, que supuso una continuación 
del Programa de la Haya y el cual asume cinco obligaciones en materia de 
inmigración7. Así pues, el principal objetivo del Programa de Estocolmo invitaba 
a la Comisión a que respaldase los esfuerzos de los Estados Miembros así 
como apoyar el proceso de integración y el desarrollo de indicadores básicos 
para el seguimiento de los resultados de las políticas de integración. En este 
sentido hacía hincapié en la necesidad de realizar esfuerzos 
 
“destinados al desarrollo de indicadores fundamentales en un número limitado 
de ámbitos políticos pertinentes (por ejemplo, empleo, educación e inclusión 
social) para hacer un seguimiento de los resultados de las políticas de 
integración, con el objetivo de aumentar la comparabilidad de las experiencias 
nacionales y reforzar el proceso de aprendizaje europeo.”
8 
 
Por lo que se refiere a disposiciones netamente normativas, al margen de los 
diferentes mandatos, podemos encontrarlas en forma de directiva. Caben 
                                            
7
 1. Organizar la inmigración legal teniendo en cuenta las prioridades, las necesidades y la 
capacidad de acogida determinadas por cada Estado miembro, y favorecer la integración 2. 
Combatir la inmigración irregular, garantizando, entre otras cosas, el retorno a su país de 
origen o a un país de tránsito de los extranjeros en situación irregular3.Fortalecer la eficacia de 
los controles en las fronteras 4.Construir una Europa de asilo 5.Crear una colaboración global 
con los países de origen y de tránsito que favorezca las sinergias entre la migración y el 
desarrollo. 
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destacar dos directivas: la Directiva 2003/109 de 25 de noviembre de 2003 
relativa al estatuto de los nacionales de terceros Estados residentes de larga 
duración, donde se equipara este estatuto de larga duración al ciudadano 
europeo que ejerce su derecho de desplazamiento y residencia9, 
concretamente establece que  
“para convertirse en un verdadero instrumento de integración en la sociedad en 
la que el residente de larga duración se establece, el residente de larga 
duración debe gozar de la igualdad de trato con los ciudadanos del Estado 
miembro en un amplio abanico de sectores económicos y sociales.” 
 
Por otra parte, cabe mencionar así mismo la Directiva 2003/86 de 22 de 
septiembre de 2003 referente a la reagrupación familiar, elemento que también 
es importante en lo relativo a la integración de los inmigrantes tal y como lo 
valora la Directiva, que recalca que 
“la reagrupación familiar es necesaria para la vida en familia. Contribuye a la 
creación de una estabilidad sociocultural que facilita la integración de los 
nacionales de terceros países en el Estado miembro, lo que permite, por otra 
parte, promover la cohesión económica y social.” 
 
3.2. La estrategia 2020 
Al margen de los Tratados y las reuniones plurianuales del Consejo, en materia 
de integración también encontramos la denominada estrategia 2020 que 
pretende dotar de unos objetivos para los próximos  años, no únicamente  en 
esta  materia referida a la  integración social, sino también en otras áreas en 
las cuales  pretende ser una guía de actuación para los próximos años en base 
a una serie de objetivos que se pretenden alcanzar en el ámbito del empleo, 
investigación e innovación, y cambio climático y energía10 
Las Directrices Integradas Europa 2020 fijan el marco para la Estrategia 
Europa 2020 y para las reformas en cada Estado miembro, concretamente 
existen diez  directrices, divididas en dos ámbitos: seis en el ámbito económico 
y cuatro en el ámbito laboral y de empleo (Frazer, et al., 2010). 
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Centrándonos en materia de integración, cinco de ellas tienen incidencia o 
hacen referencia a la integración11:  
 
 Guideline 7 states that “Member States should increase labour force 
participation through policies to promote active ageing, gender equality and 
equal pay and labour market integration of young people, disabled, legal 
migrants and other vulnerable groups”. 
 Guideline 7 further states that “Member States should also remove barriers to 
labour market entry for newcomers”. 
 Guideline 8 mentions “targeted migration and integration policies”, as well as 
the need to “remove barriers to occupational and geographical mobility of 
workers”. 
 Guideline 9 states that “higher education should become more open to non-
traditional learners”. 
 Guideline 10 presses for efforts to also concentrate on ensuring equal 
opportunities, including through access to affordable, sustainable and high 
quality services and public services and in particular health care. Legal migrants 
are specifically mentioned with regard to the need for benefit systems to focus 
on ensuring income security during transitions and reducing poverty. 
 
Esta estrategia parte del principio de que no es posible tener una sociedad 
inclusiva si no existen sistemas adecuados de protección social que lleguen a 
todas las personas. Esta sociedad inclusiva no puede conseguirse si no se 
desarrolla una redistribución de la riqueza y no se reducen las desigualdades 
sociales. El paradigma del pasado “crecer para distribuir” no funciona y el 
nuevo paradigma es el de crecer de modo equitativo así como crecer 
distribuyendo (Manuel Fresno & Tsolakis, 2010). 
“El éxito de la estrategia Europa 2020 dependerá de un enfoque integrador y 
coherente de todos los ámbitos de acción pertinentes, con especial atención a 
las políticas social, económica y de empleo. Sería deseable que lo planteado 
como estrategia para el año 2020 se materialice a través de acciones 
concretas”. (Caridad Sebastián, et al., 2015) 
 
La estrategia 2020, así pues, se enfoca a partir de cinco objetivos comunes que 
deben de servir de orientación para las actuaciones de los estados miembros.  
A raíz de estos objetivos se crean estas diez directrices alrededor de las cuales 
deben girar los programas nacionales de reformas de los diferentes estados 
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miembros a la hora de afrontar sus políticas en los diferentes  ámbitos de 
actuación para según lo que establece la propia estrategia paliar las 
deficiencias de nuestro modelo de crecimiento y crear las condiciones 
necesarias para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador para afrontar 






















4. TJUE: COMPETENCIAS ENTRE LA UE Y ESTADOS 
MIEMBROS EN MATERIA DE INTEGRACIÓN Y ADQUISICIÓN 
Y PÉRDIDA DE LA NACIONALIDAD: RELACIÓN ENTRE 
NACIONALIDAD E INTEGRACIÓN. 
 
4.1. La integración como concepto ligado a la adquisición de la 
nacionalidad 
Todo Estado, una vez finalizado su proceso de constitución, necesita 
establecer quiénes son las personas que forman la soberanía popular. Entre 
dichas personas y el Estado nace un vínculo jurídico denominado nacionalidad 
o ciudadanía. Es por lo tanto, la nacionalidad y la inclusión en esta comunidad 
de ciudadanos la que permite participar en el orden jurídico de la comunidad 
política. Es a partir de esta concepción donde se crea la idea de que la 
nacionalidad es una condición de toda persona ligada a una comunidad social. 
Desde la perspectiva de los países receptores de inmigración, esto ha  
supuesto revisar los conceptos sobre la vinculación nacional. A esta nueva 
realidad es a  la que tradicionalmente se ha respondido con políticas de 
nacionalidad y extranjería lo que ha provocado situaciones de inseguridad en la 
normativa sobre la nacionalidad. Si bien es cierto que el régimen de la 
nacionalidad puede ser utilizado como mecanismo integrador de los 
inmigrantes cabe añadir también que la problemática de la inmigración no 
puede solucionarse únicamente mediante políticas de adquisición de la 
nacionalidad (Egialde, 2004) dado que este es un fenómeno complejo que va 
mas allá de la configuración de la obtención de la nacionalidad como el proceso 
final de la integración. 
Es más, la nacionalización es una vía larga y costosa en la mayoría de  
Estados receptores de inmigración. Significa también el desconocimiento de las 
diferentes realidades sociales ya que, para amplios sectores de la inmigración 
del Tercer Mundo (sobre todo del mundo musulmán), se entiende la 
nacionalización como renegación de la patria e incluso de la religión, así como 





casos, a la pérdida de la nacionalidad de origen, lo que hace que  muchos 
inmigrantes no deseen optar por esta vía (Alvarez, 1999). 
Es por ello que el reforzar el papel de la doble nacionalidad como un elemento 
integrador se entrevé como una alternativa interesante y a considerar como ya 
viene haciendo España con la sucesiva firma de acuerdos internacionales en 
materia de Convenios sobre doble nacionalidad12. 
 
4.2. Sentencia Micheletti y sentencia Rottmann 
Si bien es cierto que estas dos sentencias no tratan directamente el papel de la 
integración a nivel europeo, sí que son interesantes dado que ambas 
sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea nos permiten 
establecer cómo juega el papel de la adquisición y la pérdida de la nacionalidad  
en los diferentes estados miembros, junto con el concepto de ciudadanía de la 
Unión, así como también, nos permite observar la incidencia de Derecho de la 
Unión en los Estados miembros en referencia a este ámbito. Observaremos, 
concretamente, el aspecto interesante para el presente trabajo: la incidencia 
entre el derecho comunitario y nacional en materia de nacionalidad, un 
concepto, como hemos visto, muy arraigado actualmente al proceso final de 
integración. 
En la sentencia Rottmann, el Tribunal trata la compatibilidad con el Derecho de 
la Unión de la revocación de una decisión de naturalización (en Alemania) 
cuando esta decisión conlleva aparejada la apatrídia y la pérdida de la 
ciudadanía de la Unión, ya que el interesado en cuestión ha perdido por causa 
de dicha naturalización la nacionalidad de su Estado miembro de origen 
(Austria). El Tribunal afirma la relevancia de dicha situación, dada la naturaleza 
y las consecuencias de la misma, para el derecho de la Unión, a pesar de las 
alegaciones de tratarse de una situación puramente interna, y confirma su 
previa jurisprudencia Micheletti, aclarando que los Estados miembros, en el 
ejercicio de sus competencias, deben respetar el Derecho de la Unión. 
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Ya en la sentencia Micheletti se estableció que “la determinación de los modos de 
adquisición y pérdida de la nacionalidad es, de conformidad con el Derecho internacional, 
competencia de cada Estado miembro, competencia que debe ejercerse respetando el 
Derecho comunitario”
13
 y estableció en base al conflicto que se planteaba que  
“las disposiciones del Derecho comunitario en materia de libertad de 
establecimiento se oponen a que un Estado miembro deniegue dicha libertad al 
nacional de otro Estado miembro que ostenta al mismo tiempo la nacionalidad 
de un Estado tercero, basándose en que la legislación del Estado miembro de 




Así pues, se concedió una cierta preeminencia del derecho de la Unión  frente 
a la normativa de los estados miembros sobre nacionalidad dado que estos no 
podrían ya actuar con total “libertad” a la hora de determinar a sus nacionales 
teniendo en cuenta la existencia de ciudadanos europeos, como es el caso. En 
esta sentencia cuestionaba la capacidad de los estados miembros para 
determinar la nacionalidad efectiva de quien ostentara más de una, lo que 
suponía cuestionar el alcance de la competencia estatal en materia de 
nacionalidad (Juárez Pérez, 2010). 
No obstante, no fue hasta la aparición de la sentencia Rottmann cuando el 
Tribunal de Justicia se expresó concretamente sobre la competencia de los  
estados miembros para determinar sus propios nacionales dado que desde la 
aparición de la sentencia Micheletti, estos límites de la competencia estatal 
para determinar a sus nacionales no quedaban claros. La sentencia Rottmann 
estableció que cuando los derechos conferidos por la ciudadanía europea 
pueden perderse o verse vulnerados, esto supone que se encuentra 
comprendido dentro del ámbito de actuación del derecho de la Unión como 
garante de estos (Iglesias Sánchez, 2010). Concretamente recalcó que: 
“es manifiesto que la situación de un ciudadano de la Unión que, como el 
demandante en el asunto principal, se enfrenta a una decisión revocatoria de la 
naturalización adoptada por las autoridades de un Estado miembro que lo 
coloca, tras haber perdido la nacionalidad de origen de otro Estado miembro, 
en una posición que puede acarrear la pérdida del estatuto conferido por el 
artículo 17 CE y de los derechos correspondientes está comprendida, por su 
propia naturaleza, en el ámbito del Derecho de la Unión.”
15
 
                                            
13
 Sentencia de 7 de julio de 1992, Micheletti y otros, C-369/90, Rec. p. I-4239, apartado 
10. 
14
 Vid nota 13. Apartado 15 
15
 Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 2 de marzo de 2010. 







Ambas sentencias son interesantes dado que nos ponen en relación entre el 
concepto de nacionalidad estatal y ciudadanía de la Unión.  Las consecuencias  
de la sentencia Rottmann son bastante relevantes en referencia a la 
consideración de la ciudadanía de la Unión como elemento suficiente para que 
la protección del Derecho de la Unión actúe incluso en situaciones puramente 
internas, cuestión que ha generado un enorme debate (Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, 2010) y que sigue dejando abierto el grado de 
incidencia del derecho de la Unión de algo que se consideraba competencia 
puramente estatal, como eran los asuntos relacionados con la nacionalidad así 




















5. EL PROCESO DE INTEGRACIÓN DE LOS INMIGRANTES EN 
EL ESTADO ESPAÑOL: ACTUACIONES Y DISPOSICIONES 
NORMATIVAS 
 
5.1. Ley Orgánica 4/2000, de 11 de Enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social 
La Ley Orgánica 4/2000 sobre derechos y libertades de los extranjeros y su 
integración social16 pretendía establecer una reforma del estatuto personal y 
ciudadano de los extranjeros residentes en España, tanto a nivel político como 
civil y social. No obstante, esta ley ha sido sujeta a diversas reformas17, a 
destacar la Ley 8/2000. En esta reforma de la Ley 4/2000, el legislador explica 
las causas que llevan a modificar tan intensamente una ley que apenas había 
llegado al año de vigencia, causas que podrían ser resumidas en dos criterios: 
En base al criterio de realidad social, así como también en base a una 
necesidad de coherencia normativa de la legislación de extranjería (Monereo 
Pérez & Molina Navarrete, 2001). 
En cuanto al criterio de realidad, la nueva Ley establece, ya en su exposición 
de motivos, que una causa de esta reforma es debida a que durante la vigencia 
de la Ley 4/2000 se observó que la “realidad del fenómeno migratorio supera las 
previsiones de la norma “, norma que, no obstante, fue desarrollada apenas meses 
antes y que hace cuestionarse si la Ley 4/2000 se desarrolló de una manera 
coherente y adecuada. 
Por lo referido al criterio de una necesidad de coherencia normativa destacar 
que en esta reforma se pone de manifiesto la necesidad de adecuar la 
normativa estatal a la política comunitaria en materia de inmigración sobre todo 
a las disposiciones del Consejo Europeo de Tampere (ya mencionadas 
anteriormente) mediante las cuales el fenómeno migratorio no se resume a una 
mera cuestión de flujos sino donde el papel de la integración también juega un 
rol importante. La misma exposición de motivos establece que: 
                                            
16
 En adelante LODYLE 
17
 Ley Orgánica 8/2000, Ley Orgánica 11/2003, Ley Orgánica 14/2003, Ley Orgánica 2/2009 y 





“esta normativa forma parte de un planteamiento global y coordinado en el 
tratamiento del fenómeno migratorio en España, que contempla desde una 
visión amplia todos los aspectos vinculados al mismo, y, por ello, no sólo desde 
una única perspectiva, como pueda ser la del control de flujos, la de la 
integración de los residentes extranjeros, o la del codesarrollo de los países de 
origen, sino todas ellas conjuntamente.” 
 
No obstante, aún lo dispuesto por la Ley 8/2000 parece oportuno cuestionarse 
si un tema tan importante como es el de la integración de la inmigración puede 
abordarse llevando a cabo diversas reformas en un espacio de tiempo tan 
corto, más aún cuando a dicha reforma le siguieron numerosos recursos de 
inconstitucionalidad con sus correspondientes sentencias del Tribunal 
Constitucional18, la mayoría reclamando la inconstitucionalidad de los artículos 
que limitan el derecho a reunión, asociación, sindicación y acceso a la justicia 
gratuita para inmigrantes irregulares19. 
En la actual redacción, son las disposiciones contenidas en su título IV 
(artículos  67 a 70) referidas a la necesidad de coordinación de los órganos de 
administración del Estado, así como del Consejo Superior de Política de 
Inmigración, del apoyo al movimiento asociativo de los inmigrantes y del Foro 
para la Integración Social las que recogen las medidas más efectivas para 
conseguir la integración (Pérez Madrid, 2004). 
También es relevante destacar que el control de la inmigración recae en el 
Estado, no obstante, por lo que se refiere a integración, las competencias 
directas residen en las Comunidades Autónomas (las políticas activas de 
empleo, de vivienda, salud, educación, o servicios sociales están gestionadas 
por las Comunidades Autónomas) (Laparra Navarro & Martinez de Lizarrondo 
Artola, 2008). 
 
                                            
18
 STC 236/2007 , STC 259/2007,STC 260/2007,STC 261 2007,STC 262 2007,STC 
263/2007,STC 264/2007,STC 265 2007 
19
 Destacar que algunos de  los preceptos recurridos ante el  TC de la ley 4/2000 fueron 
declarados nulos mientras que otros fueron declarados simplemente inconstitucionales, sin 
conllevar ello su nulidad, dado que el Tribunal considera que, esto, produciría una laguna legal, 






5.2. Código Civil y obtención de la nacionalidad 
El Código Civil no nos habla específicamente sobre la integración más allá de 
nombrarla como una necesidad a la hora de optar a la concesión de la 
nacionalidad de los inmigrantes, no obstante, sí que nos proporciona 
información interesante en materia de adquisición de la nacionalidad, 
concretamente en su Título Primero del Libro Primero referido a los españoles 
y extranjeros. Para la mayoría de personas de procedencia de terceros estados 
el procedimiento a seguir para la adquisición de la nacionalidad, dejando de 
lado la adquisición por naturaleza (relegada a casos excepcionales), queda 
establecido en el artículo  21 y sobre todo 22 de dicho Código: la concesión de 
nacionalidad por residencia. 
Este artículo establece que la residencia en España puede dar motivo a la 
adquisición de la nacionalidad siempre y cuando quede sujeta a ciertas 
condiciones establecidas en el mismo artículo 22: residencia legal y  
continuada así como también que dicha residencia deba ser inmediatamente 
anterior a la solicitud de la nacionalidad española. 
Este mismo artículo 22 en sus párrafos primero y segundo establece distintos 
plazos de residencia respecto de diferentes grupos de extranjeros para la 
obtención de la nacionalidad. El plazo general establecido es de diez años y de 
dos años para nacionales de ciertos estados en atención a vinculaciones 
históricas. Un catálogo de naciones poco homogéneo y que hace pensar en  
una redacción atemporal e inconcreta (Espinar Vicente, 1994). Esta apreciación 
es importante dado que el artículo 22 del Código civil promueve una elección 
por origen, un sistema discriminatorio que tiene un impacto no poco importante, 
sino directo, en los derechos políticos dado que solo los nacionales poseen un 
completo ejercicio del derecho a voto. Por lo tanto, si se pretende dotar de 
legitimidad democrática a las diferentes instituciones públicas no puede 
conseguirse utilizando estos criterios, dado que no se promueve la correcta 
universalización de las instituciones democráticas (Zapata-Barrero & Zaragoza, 
2009). 
Estas disposiciones del Código civil cabe destacar que también tienen su 





artículo 1320. Si bien es cierto que el apartado primero de este artículo equipara 
los derechos de los residentes extranjeros al de los ciudadanos españoles, 
seguidamente, en su apartado segundo, se establece la exclusión explícita del 
derecho a voto de los inmigrantes. 
Volviendo sobre los requisitos para la obtención de la nacionalidad, el 
contenido de los  artículos 21 y 22 del Código Civil establecen  la concesión de 
la nacionalidad española por residencia a dos tipos de requisitos: unos de 
carácter definido y claro como son la formulación de la correspondiente 
solicitud y la residencia legal, y otros requisitos configurados como conceptos 
jurídicos indeterminados (La Spina, 2014) como son el suficiente grado de 
integración o la buena conducta cívica sobre los cuales trataremos más 
adelante. 
 
5.3. El reglamento del Registro Civil: Integración y proceso de 
adquisición de la nacionalidad. Cuestiones conflictivas.  
Al igual que sucede con nuestro Código Civil, por lo que se refiere al 
Reglamento del Registro Civil, este nos habla de un concepto como es el 
“grado de adaptación a la cultura y estilo de vida españoles”, concepto 
relacionado con el contenido en el Código Civil referido a la necesaria 
“integración”, que junto a la obligación de presentación de la  documentación 
requerida, conforman la evidencia que debe mostrar todo solicitante que opte 
por la adquisición de la nacionalidad por residencia para su concesión21. 
Centrándonos en la obtención de la nacionalidad por residencia, que es el más 
común de los casos por el que opta la mayoría de personas inmigradas y el 
objeto de nuestro estudio, cabe destacar, no obstante, que la documentación 
requerida al solicitante varía en función de los registros civiles donde se 
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 Art 13 CE. 
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente 
Título en los términos que establezcan los tratados y la ley. 
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo 
lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el 
derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. 
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presente, incluso en varios de ellos existe una falta de audiencia al solicitante 
para comprobar su grado de integración en la sociedad, que a su vez, es uno 
de los motivos habituales de denegación de la obtención de la nacionalidad por 
residencia22. Una denegación, que, en muchos casos supone una actividad 
completamente discrecional de la administración, añadiendo a esto un largo 
proceso a la hora de proceder a la solicitud.  
“En concreto, con respecto a la exigencia de la suficiente integración en la 
sociedad española, en la actualidad, los Encargados de los Registros Civiles no 
actúan de forma uniforme, lo que implica un trato desigual para los solicitantes. 
Por  tanto, entre otros cambios, la futura normativa debe incluir con exactitud la 
forma de acreditar la integración en la sociedad española. Y, por supuesto, si 
es preciso superar un examen de españolidad, éste debería estar 
rigurosamente recogido legalmente para evitar el amplio margen de 
discrecionalidad que la Administración tiene tanto al tramitar como al resolver el 
expediente de naturalización por residencia.” (Álvarez Rodríguez, 2014) 
 
En cuanto a la solicitud destacar, que, primeramente debe presentarse ante el 
Registro Civil correspondiente donde el encargado de dicho registro  es quien 
debe valorar este grado de adaptación y remitir informe a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado que a su vez remitirá informe  al Ministerio de 
Justicia  que será el encargado en última instancia de  la posterior concesión o 
denegación mediante resolución. Esto nos hace entrever que este 
procedimiento es un proceso que aparte de contar con un grado elevado de 
discrecionalidad, es además un proceso largo y que puede llegar a dilatarse en 
el tiempo, lo que ha llevado a plantearse futuras reformas.23 
                                            
22
 El informe emitido por el Foro para la Integración social de los inmigrantes referido a la 
situación de la integración de los inmigrantes y refugiados en España (2014) estableció que  
“Se vienen verificado notables dificultades de acceso a los registros civiles, con demoras 
excesivas para atender las peticiones e incluso, en algunos casos, suspensiones temporales 
prolongadas de atención. También se aprecia una muy notable falta de uniformidad por parte 
de los registros civiles respecto a la documentación que se exige al interesado en el momento 
de presentar la solicitud y otras formalidades de la misma; de tal manera que es difícil 
encontrar dos registros civiles que requieran los mismos documentos para supuestos 
idénticos(…)” 
“Una causa frecuente de denegación de expedientes es la no acreditación por parte del 
solicitante de su inculturación en el estilo y modo de vida propios de la sociedad española (esto 
es, “suspender el examen tácito de ciudadanía”). Estas resoluciones provienen de solicitudes 
presentadas en determinados registros civiles y a los informes negativos elevados por sus 
respectivos encargados. Algunas de estas resoluciones tienen como fundamento único el 
informe negativo del Encargado, basado en la entrevista personal con el interesado, obviando o 
pasando por alto los innumerables datos de integración que aparecen asimismo en el 
expediente”. 
23







5.4 Plan estratégico de ciudadanía e integración de inmigrantes 
El Plan estratégico de ciudadanía e integración de inmigrantes 2011-2014 fue 
el principal instrumento orientado a la integración de las personas inmigrantes a 
nivel nacional previsto en la LODYLE. Este Plan Estratégico de Ciudadanía e 
Integración fue  aprobado por el Consejo de Ministros el 23 de Septiembre de 
2011, establecía cuatro principios que guiarían dicho plan: el principio de 
igualdad y de no discriminación, el principio de ciudadanía, el principio de 
inclusión, y el principio de interculturalidad como mecanismo de interacción 
positiva entre personas de distintas procedencias y culturas, y dentro del 
respeto a la diversidad cultural24. 
Este plan extendía su vigencia hasta 2014, pero es importante destacar que la 
Ley de Presupuestos Generales de 2012 del Estado ya dejó sin efecto el Fondo 
estatal para la integración de los inmigrantes previsto en la LODYLE25 
destinado al desarrollo de programas de acción bienales para reforzar la puesta 
en práctica del Plan, lo que ha hizo casi imposible su puesta en práctica (Souto 
Galván, 2013). 
Cabe añadir también, que actualmente no existe un nuevo Plan para extender 
la vigencia del último Plan  más allá del 2014  y que incluso en los últimos 
Presupuestos Generales del Estado también se ha suprimido, como en 
ejercicios anteriores,  lo establecido en el artículo 2.4 ter. de la LODYLE de 
manera que, actualmente, tampoco se financiarán los programas de acción 
para promover la integración social de los inmigrantes26 lo que hace difícil que 
exista una actuación estatal coherente conforme a determinados principios en 
materia de integración. 
 
 






  Artículo 2.4 de la LODYLE 
26
  Disposición adicional  Septuagésima segunda. Suspensión normativa: Queda sin efecto 
para el ejercicio 2015 lo previsto en el artículo 2 ter 4 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 






6. CONSIDERACIONES SOBRE EL FACTOR RELIGIOSO EN 
MATERIA DE INTEGRACIÓN 
 
6.1. El pluralismo religioso 
La sociedad española actual se encuentra compuesta por población inmigrante 
de diversas creencias religiosas y el hecho del factor religioso cobra una 
notable importancia, más aún cuando gran parte de la inmigración que recibe 
España proviene de terceros países con una cultura religiosa distinta 
“lo que justifica unas mayores demandas en relación con la definición de la 
identidad de estas personas, dentro de las cuales se incluyen, en abundantes 
ocasiones, cuestiones relacionadas con el ejercicio del derecho fundamental de 
libertad religiosa(...) Se ha puesto de manifiesto la necesidad de un detenido 
análisis que delimite el marco jurídico específico donde esas peticiones puedan 
encontrar acomodo y que  defina necesidades y carencias en relación con el  
tema de la inmigración en sus distintos aspectos.” (de la Hera, et al., 2003) 
 
El origen del pluralismo religioso viene formado ya  desde la Constitución 
española de 1978 donde se consiguió llegar al hecho del factor religioso y 
articular diversas fórmulas en torno a este fenómeno, fórmulas que estaban 
basadas sobre la base de la dignidad humana y los derechos fundamentales y 
donde la perspectiva del pluralismo religioso se consolidó y quedó  garantizado 
a través del artículo 16.1 de la CE (Contreras Mazarío, 2011). 
En este sentido, existe un marco normativo general constituido principalmente 
por la Constitución y Ley Orgánica de Libertad Religiosa, de donde emana  el 
principal marco normativo regulador de la libertad religiosa y las 
correspondientes relaciones del Estado con las confesiones religiosas (López 
Camps, 2010) junto con otras normas que también regulan el  ejercicio de la 
libertad religiosa y que inciden sobre estas cuestiones27. 
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  A destacar, entre otras : LODYLE, Real Decreto 142/1981, Real Decreto 1879/1994 







6.2. Integración a través de la religión 
Como ya hemos comentado, la sociedad española actual se encuentra 
compuesta por población inmigrante de diversas creencias religiosas y el hecho 
del pluralismo y  el factor religioso cobra una notable importancia, más aún 
cuando se constata la relevancia del factor religioso en la construcción de una 
identidad,  
“analizar estas expresiones religiosas (tanto individuales como colectivas) en el 
contexto migratorio supone formular nuevos interrogantes sobre la función y la 
prevalencia de este factor en los procesos de incorporación social de estos 
colectivos inmigrantes.” (Moreras, 2006) 
 
Esta identidad va ligada, a su vez, al concepto de pertenencia,  
“las instituciones religiosas no son para los inmigrantes solamente lugares que 
responden a exigencias espirituales. De hecho explícita o implícitamente, 
directa o indirectamente, suministran varios tipos de recursos que permiten 
afrontar muchos de los problemas que los inmigrantes encuentran en el 
proceso de instalación en una sociedad ajena(…)La pregunta sobre la 
identidad personal conduce a otra, relativa a la pertenencia. Una pregunta muy 
viva para el emigrado que ha perdido por definición su anclaje en el contexto 
social en el cual ha nacido y crecido.” (Ambrosini, 2008) 
 
Así pues, se debería poder permitir la posibilidad de que los inmigrantes se 
integraran manteniendo diferencias culturales que no quedasen limitadas 
únicamente al ámbito privado dado que todo proceso de integración supone 
una reelaboración de la identidad nacional del inmigrante (Tornos, et al., 1999). 
Por lo tanto, tener en consideración el hecho religioso a la hora de proceder a 
una correcta integración de la población inmigrada, atendiendo a sus 
características, e incorporar estas a la normativa relacionada en materia de 
integración debería ser un objetivo tanto a nivel estatal  y autonómico  como de 
las correspondientes administraciones públicas que deben tener en cuenta la 
diversidad, la sociedad y el contexto actual a la hora de proceder en sus 
correspondientes actuaciones, sobretodo atendiendo a que la LODYLE no se 
refiere explícitamente a los derechos de las minorías o conceptos tales como el 
de identidad cultural (Pérez Madrid, 2004, pp. 196-199) mas allá de referirse de 
manera genérica  en su artículo 2 ter a la necesidad de respeto por parte de los 






7. COMENTARIO A SENTENCIAS EN EL ÁMBITO DE LA 
INTEGRACIÓN, ARRAIGO Y ADQUISICIÓN DE LA 
NACIONALIDAD 
 
7.1. Sentencia 301/2013 Tribunal Superior de Justicia de 
Cantabria de 8 de mayo de 2013. Sala de lo contencioso 
Por lo que se refiere al concepto de arraigo, esta sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia es interesante dado que nos permite observar el alcance 
de dicho concepto presente en la normativa estatal. La cuestión se centra en 
torno a la autorización de residencia temporal por concurrencia de 
circunstancias especiales, concretamente la causa excepcional que alega la 
recurrente para obtener la residencia es el origen de su madre, nacida en el 
Sahara, territorio que fue considerado español durante el tiempo en que aquel 
fue colonia de España. La Administración, en un principio, le negó la residencia 
en vía administrativa ya que entendía que no había prueba de que la madre era 
española. En este sentido el Tribunal considera que la demandante se 
encuentra dentro de lo que establece la LODYLE como circunstancias 
especiales en su artículo 31.3, concretamente señala que  
“se halla en el supuesto descrito en el art. 45.2 c) del RD 2393/04
28
 , siendo hijo 
de española de origen, para obtener el permiso de residencia temporal por 
circunstancias extraordinarias. Y constando en el expediente administrativo, 
además, el cumplimiento de los demás requisitos como la ausencia de 
antecedentes penales, no procede más que confirmar la resolución judicial 
apelada.” 
 
Finalmente, el Tribunal decide desestimar, en base a estos argumentos el 
recurso de apelación llevado a cabo por la Delegación del Gobierno en 
Cantabria y se muestra de acuerdo con la decisión  dictada por el Juzgado de 
lo Contencioso-Administrativo nº 3 de Santander por la cual también se 
concedía a la demandante el reconocimiento de la residencia temporal como 
consecuencia de un supuesto de arraigo.  
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 Actualmente el Reglamento que desarrolla la LODYLE es el RD 557/2011. El artículo 45.2 en 






7.2. Sentencia Audiencia Nacional 416/2012 de 7 de octubre de 
2013 
Esta sentencia se enmarca dentro de un recurso realizado ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional como consecuencia de la 
impugnación de una resolución de denegación de nacionalidad emitida por  el 
Ministerio de Justicia al no haberse acreditado un suficiente grado de 
integración en la sociedad. 
En este caso se argumenta que el demandante pertenece a un movimiento 
radical denominado Justicia y Caridad, 
“cuyo objetivo fundamental es la instauración en Marruecos de un régimen 
islámico regido únicamente por la ley islámica. La expansión de su mensaje 
entre el colectivo musulmán residente en España supone un riesgo de 
radicalización de esta comunidad y dificulta la integración de los musulmanes 
en la sociedad española.” 
 
Se argumenta, en referencia al correcto grado de integración que “el requisito 
relativo al suficiente grado de integración en la sociedad española entraña un concepto jurídico 
indeterminado que ha de concretarse en función de las particulares circunstancias de cada 
caso.” 
Circunstancias que, en este caso, se consideran probadas al pertenecer a un 
movimiento radical tal y como consideran tanto los informes desfavorables del 
Magistrado-juez encargado del Registro Civil así como  de la Dirección General 
de la Policía y de la Guardia Civil del Ministerio del Interior que acreditan su 
pertenencia a dicha organización, no obstante, cabe destacar que 
anteriormente existió un informe  favorable mediante auto  de 11 de marzo de 
2009 por el que sí  se consideraba que había probado una correcta integración, 
pero durante su tramitación se demostró la pertenencia a dicha organización. 
Finalmente esta sala acaba considerando que no existe un correcto grado de 
integración suficiente y decide desestimar el recurso interpuesto condenando al 






7.3. Sentencia 5873/2007 del Tribunal Supremo de 14 de enero 
de 2011. Sala contencioso administrativo 
 La sentencia 5873/2007 del Tribunal Supremo es similar a la sentencia 
previamente comentada en tanto en cuanto nos habla también del concepto de 
integración. En este caso la cuestión se origina fruto de la concesión por parte 
de  una sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia 
Nacional de 16 de octubre de 2007 por la cual reconocía el derecho a que le 
fuese concedida la nacionalidad a una determinada persona. Esta sentencia 
contradecía la resolución del Ministerio de Justicia por la cual se le denegaba la 
concesión de la nacionalidad. Al contrario de lo sucedido en la sentencia 
anterior, aquí, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia 
Nacional contradecía la resolución del Ministerio de Justicia. 
Dicha sentencia de la Audiencia Nacional fue recurrida por el Abogado del 
Estado que alegaba que “la sentencia parece asumir que es suficiente con acreditar que 
se entiende la lengua castellana para demostrar la integración en la sociedad española”, 
fundamento que la Sala del Tribunal Supremo rechaza ya que consideraba que  
“la Sala parte de la consideración de que la integración social no deriva 
exclusivamente del grado de conocimiento del idioma, sino de la armonización 
del régimen de vida del solicitante con los principios y valores sociales, que en 
gran parte  tienen su reflejo constitucional, el grado de implicación en las 
relaciones económicas, sociales y culturales, así como el arraigo familiar.” 
 
Es más, la sentencia de la Audiencia nacional concretamente establecía que si 
bien es cierto que el sujeto  era “musulmán practicante al estilo más puro y tradicional 
del Islam, siendo miembro de la Comunidad Islámica Masyd Al Hidaya de tendencia Sunita 
(conocida por su extremismo)” no podía  desprenderse de esto que careciera de un 
correcto grado de integración dado que  
“las noticias referidas al interesado que proporcionan los servicios de 
información adolecen de cierto grado de vaguedad y se centran de alguna 
manera en la profesión de fe musulmana, sin que conste que la práctica de 
esta última por el interesado haya extravasado los límites del ámbito religioso.” 
 
Incluso recalca que el interesado posee suficiente conocimiento del idioma y un 
correcto arraigo tanto familiar como económico. En este sentido, la presente 
sentencia se muestra de acuerdo con lo expresado por la Audiencia Nacional y  
finaliza con el  correspondiente fallo donde  desestima el recurso llevado a 





7.4. Integración y arraigo como concepto jurídico 
indeterminado 
Como se ha podido observar, los conceptos de arraigo e integración son 
conceptos difícilmente mesurables desde la perspectiva jurídica y que provocan 
una considerable discrecionalidad a la hora de valorar este esfuerzo, e incluso, 
en diferentes sentencias, se utilizan ambos conceptos indistintamente. No 
existe “una definición legal comprensiva de los parámetros de determinación del grado de 
integración social de los solicitantes por lo que es incierta hasta su apreciación en sede 
judicial.” (La Spina, 2014) 
Estos conceptos vienen siendo interpretados por la jurisprudencia en base a lo 
que disponen las normas con rango legal. Como todo concepto jurídico 
indeterminado presenta apreciaciones e incisos  que exigen la participación de 
los diferentes tribunales  para describir qué elementos o factores integran la 
noción de arraigo (Carbajal Garcia, 2012). 
Al igual que sucede con el concepto de integración o significados análogos 
como son el “grado de adaptación a la cultura y estilo de vida españoles” o 
“suficiente grado de integración española” contenido tanto en nuestro 
Reglamento del Registro Civil así como en el Código Civil, el concepto de 
arraigo también es un concepto jurídico indeterminado. En este caso se 
enmarca dentro de una etapa inicial de lo que podría considerarse el proceso 
de integración de un inmigrante: la residencia temporal. 
La LODYLE ya nos habla de la posibilidad de conceder una residencia 
temporal a aquellos inmigrantes que demuestren una situación de arraigo29, 
dicho arraigo 
“implica acreditar que un extranjero se halle en nuestro territorio de un modo 
continuado e ininterrumpido por un período de tres años. El principal problema 
sigue siendo determinar la prueba de dicho tiempo, al ser un concepto jurídico 
indeterminado, no delimitado legalmente; cuyo vacío legal desarrolla la 
jurisprudencia.” (Trinidad García & Martín Martín, 2012) 
 
                                            
29
  Art. 31.3 LODYLE: 3. La Administración podrá conceder una autorización de residencia 
temporal por situación de arraigo, así como por razones humanitarias, de colaboración con la 
Justicia u otras circunstancias excepcionales que se determinen reglamentariamente. 
Destacar también que el Real Decreto 557/2011 por el que se aprueba el Reglamento de la 
LODYLE, en su art. 124, establece diferentes tipos de arraigo, tales como el arraigo laboral, 





Así pues, la presencia de conceptos jurídicos indeterminados dificulta la 
interpretación de las disposiciones relativas al grado de integración del 
inmigrante, conceptos tales como: suficiente grado de integración, grado de 
adaptación a la cultura y al estilo de vida españoles o arraigo, que encontramos 
a través de la normativa estatal, se prestan, como hemos señalado, a un alto 









8. CONCLUSIONES FINALES 
El concepto de integración, así como la aplicabilidad llevada a cabo de este 
término por parte de Europa, pero sobretodo de España, en sus políticas de 
inmigración no parecen suficientemente esclarecedoras por lo que se pretende 
entender como una integración efectiva. No encontramos un concepto 
suficientemente nítido que nos permita vislumbrar que es la integración desde 
la perspectiva jurídica. A nivel europeo, tal y como hemos observado, existen 
diversos mandatos en diferentes ámbitos y una voluntad por llevar a cabo una 
integración de la población inmigrante, no obstante, la aplicabilidad directa de 
estos mandatos corresponde a cada uno de los Estados miembros. 
España ha establecido un sistema migratorio que no favorece la integración en 
tanto en cuanto se ha configurado como un mero control de los flujos 
migratorios e incluso se favorece situaciones de irregularidad en la etapa inicial 
de residencia de esta población. A esto cabe añadir que son las comunidades 
autónomas quienes con sus políticas inciden directamente en las políticas de 
integración pero no poseen competencias en lo que se refiere a control de 
flujos o en la regulación administrativa de la estancia de este sector de la 
población lo que dificulta aún más la integración, añadiendo a esto, que no 
existe  a nivel estatal un Plan Estratégico de Ciudadanía e Integración dado 
que se encuentra, actualmente, vencido y sin fondos. 
Destacar, también, que el principal instrumento en materia de integración como 
es la LODYLE define de una manera muy amplia el concepto de integración. Es 
evidente la dificultad de una elaboración de una definición jurídica de 
integración por este motivo parece oportuno plantearse la extensión de ciertos 
derechos, sobretodo derechos de carácter político y considerar estos como una 
parte fundamental del proceso de integración. Así como también, que el 
ejercicio de estos derechos no deriven exclusivamente de la adquisición de la 
nacionalidad.  
Debería señalarse la necesidad de un planteamiento que tuviera en cuenta, no 
sólo los aspectos económico y social de la integración, sino también cuestiones 
relativas a la diversidad cultural y religiosa, la ciudadanía, la participación y 





nacionalidad (dado que la nacionalización equivale a la adquisición del derecho 
a voto)  o bien reformar la política de extranjería ampliando la concepción de 
los derechos políticos, si bien es cierto que éste no debería ser un objetivo a 
largo plazo sino que más bien debería conseguirse que la equiparación de 
ciertos derechos políticos con los nacionales pueda producirse sobre la base 
de la residencia, una residencia a su vez razonable por lo que se refiere al 
cómputo temporal. 
Si pretendemos llevar a cabo una correcta política de integración de un 
colectivo de nuestra sociedad, más aún a falta de un marco coherente sobre 
qué entendemos por integración, debemos garantizar que éstos puedan 
participar del panorama político en tanto en cuanto las decisiones políticas  
también les afectan, para así, entre población autóctona y población inmigrante 
construir un puente de entendimiento que derive en una plena integración y una 
construcción de un término de integración comúnmente aceptado de lo que se 
entiende por éste, y que se plasme también en la elaboración de las diferentes 
disposiciones normativas que permitan aplicar esta concepción de integración, 
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